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HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Hacienda y Educación, Ciencia y Tecnología, Unidas, tienen el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga compensaciones y otros beneficios que indica a funcionarios públicos estudiantes de carreras técnicas de nivel superior.





Para el despacho de esta iniciativa legal, S.E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia constitucional, calificándola de “simple”.





A las sesiones en que se trató este proyecto de ley, asistió el H. Senador señor Hosain Sabag. Concurrieron, además, especialmente invitados, el Contralor General de la República, señor Arturo Aylwin A, acompañado de los abogados señores Guillermo Vidal y Jorge Correa; el Subdirector de Racionalización y Función Pública del Ministerio de Hacienda, señor Alberto Arenas; el asesor del Director de Presupuestos, señor Julio Valladares, y la Abogada de esta institución, señora Jacqueline Duncan; el asesor del Subsecretario de Educación, abogado don Juan Vilches y la abogada de ese Ministerio, señora Perla Uribe; el Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), don Raúl de la Puente; el Vicepresidente de esa Institución Gremial, señor Bernardo Jorquera; la 1ª Vicepresidenta de esa Asociación, señora Ximena Castillo; la 3ª Vicepresidenta, señora Cecilia Prado, y el representante de los trabajadores de la Dirección General de Aeronáutica Civil, señor Mario Massa.
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OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO








La iniciativa legal en comento persigue otorgar compensaciones y otros beneficios a los funcionarios de los Servicios Públicos y Organismos a los cuales se les aplica la escala única de sueldos contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974, que iniciaron estudios en universidades estatales o que gocen de reconocimiento oficial, en carreras técnicas de nivel superior, entre el primer semestre académico de 1994 y el primer semestre académico de 1998, ambos inclusive.





El proyecto de ley en cuestión beneficia también a los funcionarios que comenzaron estudios en carreras de técnico de nivel superior, de acuerdo a convenios suscritos entre el Servicio en el cual se desempeñaban y una Universidad, y a aquellos que estudiaron determinadas carreras técnicas con características de malla curricular, contenido y duración análogas a otra carrera que, a esa fecha, contara con un dictamen favorable de la Contraloría General de la República. En este último caso, los beneficios de esta iniciativa sólo operan si durante el período que se establece, se verificó el pago de la asignación profesional a un funcionario por algún servicio público en virtud de dicho título.





La asignación profesional fue establecida por el artículo 3º del decreto ley Nº 479, de 1974, para los funcionarios públicos dependientes de las entidades enumeradas en los artículos 1º y 2º del decreto ley Nº 249, de 1973, que estuvieran en posesión de un título profesional universitario y cumplieran una jornada completa de 44 horas semanales. Esta asignación es equivalente a un porcentaje que fluctúa entre 80% y 25% del sueldo del grado de la escala única que corresponda al cargo que ocupa el funcionario.





Durante varios años, la Contraloría General de la República mantuvo el criterio de reconocer el derecho a la asignación profesional a los funcionarios que estuvieran en posesión de un título profesional universitario y que, además, desempeñaran funciones que requirieran  del respectivo título profesional.





Este criterio cambió en 1977, al estimarse suficiente estar en posesión de un título profesional para tener derecho a dicha asignación, sin importar que la función desempeñada requiriera o no de dicho título.





Respecto de la calificación de los títulos, la Contraloría General de la República se atuvo inicialmente a lo que disponían las universidades, realizándoles, en caso de duda, la consulta correspondiente respecto a si un determinado título era profesional o técnico.





Posteriormente, la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, definió en su artículo 31, para los efectos de lo dispuesto en este precepto, como título técnico de nivel superior aquél que se otorga a un egresado de un centro de formación técnica o de un instituto profesional que ha aprobado un programa de estudios de una duración mínima de mil seiscientas clases, que le confiere la capacidad y conocimientos necesarios para desempeñarse en una especialidad de apoyo al nivel profesional.





Asimismo, la misma norma definió como título profesional aquél que se otorga a un egresado de un instituto profesional o de una universidad que ha aprobado un programa de estudios cuyo nivel y contenido le confieren una formación general y científica necesaria para un adecuado desempeño profesional.





No obstante lo anterior, se produjo una distorsión respecto a la calificación de los títulos, ya que las propias universidades comenzaron a crear carreras que ellas mismas calificaron de profesionales y que no cumplían con lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, ante lo cual el Colegio de Profesores reclamó de esta situación, así como aquellas universidades que no habían recurrido a esta práctica.








El problema grave se suscitó a partir del año 1993, debido a que numerosos funcionarios públicos comenzaron a estudiar estas carreras calificadas como profesionales sin serlo, según la LOC de Enseñanza, teniendo como meta poder percibir la asignación profesional. Se celebraron convenios entre agrupaciones de funcionarios y algunas universidades con el objeto de regular los cursos que, según publicitaron las propias instituciones que los impartían, permitirían, a quienes los aprobaran, la obtención del derecho a la asignación profesional, no obstante que dichos cursos no se ajustaban a los criterios fijados por la Ley de Enseñanza.








En consideración a lo anterior, la Contraloría General de la República manifestó no encontrarse en posición de reconocer el derecho a la asignación profesional a quienes obtuvieran títulos calificados como profesionales, pero que, sin embargo, no se ajustaban a lo dispuesto en la LOC de Enseñanza, doctrina que se fijó en el dictamen Nº 35.741, de 31 de octubre de 1997.














El proyecto consta de 12 artículos permanentes y 5 transitorios.





Los beneficios que otorga el proyecto son diferentes, según si el funcionario se encontrare titulado o no al 31 de julio de 2000.





Respecto de los titulados, se otorga una asignación especial, a contar de la vigencia de la ley, de carácter mensual, equivalente al último monto de lo que por concepto de asignación profesional hubieren percibido, o equivalente al monto de la asignación profesional que les habría correspondido de acuerdo al grado que detentaban los funcionarios al mes de diciembre de 1999. La asignación que se crea para este caso no tiene las características ni los efectos de la asignación profesional, será reajustable en la misma forma y monto que lo sean las remuneraciones del sector público, imponible para efectos de salud y pensiones, y servirá de base para el cálculo de las asignaciones que en el mismo artículo 2º del proyecto se especifican.





A los funcionarios que, al 31 de julio del año 2000, tengan la calidad de estudiantes o egresados de una carrera de técnico de nivel superior, o en trámite de titulación, o de un plan de completación de estudios, en las condiciones que señala el proyecto, se les otorga una compensación consistente en el reembolso del 50% de los gastos en que hubiese incurrido el funcionario, hasta la fecha de vigencia de esta iniciativa, por concepto de aranceles y matrícula, con un máximo de seis semestres académicos y con los topes en unidades de fomento que en cada caso se indican. (artículo 3º).





Los funcionarios que, al 31 de julio del año 2000, estuvieren ya titulados de una carrera técnica y de una carrera profesional, como consecuencia de haber realizado un plan de completación de estudios, tendrán también derecho a un reembolso en las condiciones que se indica, sin perjuicio del derecho a percibir la asignación profesional. (artículo 4º). 





Los funcionarios que hubieren cursado una carrera de técnico de nivel superior, sin obtener el título y hubieren seguido un plan de completación de estudios para obtener un título profesional de la misma área o especialidad que la carrera técnica que cursaban, percibirán como única compensación un bono equivalente a 52,5 unidades de fomento. (artículo 4º).





El proyecto regula, además, las condiciones que debe cumplir el plan de completación de estudios, para efectos de la procedencia de los beneficios señalados. Establece los plazos para hacer efectivo los beneficios que otorga, los requisitos e incompatibilidades. En este último aspecto, dispone que no se aplicarán los beneficios a aquellos funcionarios cuyos estudios hayan sido financiados, en todo o parte, mediante becas u otros aportes no reembolsables otorgados por el Estado, por el propio Servicio o por el respectivo Servicio de Bienestar. En caso de estudios financiados parcialmente en la forma antes indicada, sólo se reembolsará aquella parte de los gastos en que hubiere incurrido el propio funcionario. (artículo 5º).





Se regulan los plazos en que deben ser impetrados los beneficios de los artículos 3º y 4º y se establece que los bonos y reembolsos no se aplicarán a aquellos funcionarios cuyos estudios hayan sido financiados, en todo o en parte, mediante becas u otros aportes no reembolsables otorgados por el Estado, por el propio Servicio o por el respectivo Servicio de Bienestar. (artículo 6º).





Se establece, también, que por el solo hecho de impetrar o percibir, en cada caso, los beneficios establecidos en el proyecto, se entenderá que los funcionarios renuncian a todas las acciones y derechos relacionados con la procedencia o pago de la asignación profesional establecida en los artículos 3º del decreto ley Nº 479, de 1974, y 19 de la ley Nº 19.185, y que se entenderán desistidos, por el solo ministerio de la ley, de cualquier acción o recurso judicial interpuesto por concepto de la mencionada asignación, en razón de poseer un título de técnico de nivel superior.�(artículo 7º).





La norma agrega que un Reglamento emanado del Ministerio de Hacienda, el que se dictará dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de publicación de la ley, establecerá el funcionamiento de una Comisión Evaluadora de Antecedentes, encargada de verificar el cumplimiento de los requisitos y la procedencia de los beneficios que se otorgan. Dicha Comisión estará integrada por representantes del Ministerio de Hacienda y del Ministerio de Educación. La Comisión recibirá las solicitudes para optar a los beneficios a través de los respectivos Servicios, solicitará antecedentes a las Universidades y elaborará una nómina de los funcionarios beneficiarios del proyecto. (artículo 7º, incisos segundo y tercero).





Se define, para aclarar el sentido y alcance del artículo 3° del decreto ley N° 479, que "titulo profesional habilitante es aquél otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste, a quien haya aprobado un programa de estudios de un mínimo de ocho semestres académicos y 3.200 horas de clases...". No obstante lo anterior, esta definición no afecta las asignaciones profesionales que se perciben actualmente. (artículo 8º).





Se otorga derecho a los beneficios establecidos en los artículos 10 (asignación de especialidad del grado efectivo) y 11 �( compensación consistente en el reembolso de 50% de gastos de aranceles y matrícula de la respectiva carrera, con tope de 6 semestres académicos) a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil que hubieren iniciado estudios en una universidad estatal o que goce de reconocimiento oficial, entre el primer semestre académico de 1994 y el primer semestre académico de 1998 en una carrera técnica de nivel superior de extensión curricular mínima de cuatro semestres académicos, con el fin de acceder a un título que a esa época, según interpretación de la Contraloría General de la República, se hubiere considerado como título profesional y, en consecuencia, permitiere impetrar la asignación establecida en el artículo 185, letra b), del DFL Nº 1 ( G) de 1997. (artículo 9º).





Se determina que los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil que, al 1º de diciembre de 1999, percibían la asignación de especialidad al grado efectivo establecida en el artículo 185, letra b) del DFL. Nº1 (G), de 1997, en razón de un título técnico de nivel superior que, de acuerdo a la interpretación de la Contraloría General de la República, se hubiere considerado como habilitante para acceder al pago de esa asignación en calidad de profesional, tendrán derecho, a contar de la vigencia de esta ley a una planilla suplementaria reajustable en las condiciones que se señalan. ( artículo 10).





Se señala que aquellos funcionarios de la referida Dirección General que, al 31 de julio del año 2000, tuvieran la calidad de estudiantes o egresados o estuvieren realizando trámites de titulación de una carrera técnica de nivel superior, de acuerdo a las condiciones establecidas en el artículo 9º, tendrán derecho a percibir una compensación consistente en el reembolso de 50% de los gastos efectuados por concepto de aranceles y matrícula, con un tope máximo de 6 semestres académicos. A la misma compensación tendrán derecho los funcionarios que se hubieren titulado de una carrera técnica de nivel superior entre el 1º de diciembre de 1999 y el 31 de julio de 2000. El tope de reembolso anual será el equivalente a UF 17,5 y el monto tope total de los beneficios equivaldrá a UF 52,5. (artículo 11).





Se prescribe que a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil  referidos en los artículos 9º, 10 y 11 se les aplicará lo dispuesto en los artículos 6º y 7º de esta ley. La norma agrega que los beneficios de los artículos 10 y 11 son incompatibles entre sí. (artículo 12).





Se declara correctamente pagado lo que hasta la fecha de vigencia de la ley, hubieren percibido los funcionarios por concepto de asignación profesional, beneficios remuneratorios originados en aquélla o que la incluyeron en su cálculo, y todo beneficio previsional e indemnizatorio otorgado hasta la fecha de entrada en vigencia del proyecto, respecto de los funcionarios que se encuentren en las situaciones previstas por el artículo 1º.





Se entienden, asimismo, en virtud del proyecto perfeccionados los ascensos, nombramientos e incorporaciones a plantas o cargos que, para su ejercicio requerían de un título profesional habilitante, verificados hasta la fecha de entrada en vigencia de esta iniciativa legal. No obstante, para ello exige que, a la fecha del ascenso, nombramiento o incorporación, exista un pronunciamiento favorable de la Contraloría General de la República, en relación con el respectivo título técnico de nivel superior. (artículo 1º transitorio).





Se establece que no serán exigibles los requisitos del inciso segundo del artículo 3º del decreto ley�Nº 479, incorporado por el artículo 8º de esta iniciativa legal ( definición de título profesional habilitante para el pago de la asignación profesional) respecto de los funcionarios que a la fecha de vigencia de esta ley perciban dicha asignación ni de los funcionarios que comiencen a percibirla en razón de un título profesional obtenido luego de realizar un plan de completación de estudios. (artículo 2º transitorio).





Se reconoce a los funcionarios que al 31 de julio del año 2000, se encontraren en posesión de un título de técnico de nivel superior y que al 1º de diciembre de 1999 percibían la asignación profesional del decreto ley Nº 479, de 1974, y otros beneficios, el derecho a una planilla suplementaria reajustable e imponible, por las diferencias que se produjeren como consecuencia de la aplicación de la asignación especial del inciso primero del artículo 2º de esta ley.





Agrega este precepto que los funcionarios que al 1º de diciembre de 1999 ya percibían dicha asignación profesional, en las condiciones establecidas en el artículo 1º, tendrán derecho a percibirla hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley.





Por último, esta norma señala que respecto del título de técnico universitario en gestión administrativa otorgado por la Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación, se considerarán para efectos de esta ley los estudios comprendidos entre el primer semestre de 1992 y el primer semestre de 1999. Asimismo, se tomarán en cuenta los estudios iniciados el primer y segundo semestres de 1993 y el segundo semestre de 1992, en las carreras de Técnico Universitario Administrativo de la Universidad Arturo Prat, Sede Victoria, y Técnico Universitario en Administración de Recursos Humanos otorgado por la Universidad Mariscal Sucre, respectivamente.( artículo 3º transitorio).





Se determina que a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil se les aplicará, en lo que fuere pertinente, lo dispuesto en los artículos 1º y 5º transitorios de esta ley. (artículo 4º transitorio).





Finalmente, se expresa que el mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2000, se financiará con los recursos que se contemplen en los respectivos presupuestos institucionales. (el artículo 5º transitorio).

















ANTECEDENTES DE DERECHO.





La iniciativa legal en Informe dice relación con las siguientes normas legales vigentes:





1.- El artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974, que fijó a contar del 1º de enero de 1974 la Escala Única de sueldos mensuales para el personal de las entidades que señala.





2.- El artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974, concedió una asignación profesional, no imponible, a los funcionarios dependientes de las entidades enumeradas en los artículos 1° y 2° del decreto ley N° 249, de 1973, que cumplan jornada completa de 44 horas semanales y que tengan un título profesional universitario.





3.- El artículo 21 de la ley N° 19.429, de 1995, que estableció una remuneración mínima para el personal regido por el artículo 1° del decreto ley N° 249, de 1973, y por los Títulos I y II del decreto ley N° 3.551, de 1980, calculada sobre la remuneración bruta mensual correspondiente que se determina en base a los estipendios que señala, entre los cuales se incorpora la asignación especial que establece el inciso segundo del artículo 2° del proyecto.





4.- La ley Nº 19.553, sobre asignación de modernización.


5.- Los artículos 1º, 3º y 4º de la ley Nº 19.490, que otorgaron asignaciones a favor del personal del sector salud.





6.- El artículo 12 de la ley Nº 19.646, de 1999, que concedió a los personales del Consejo de Defensa del Estado una bonificación de estímulo por desempeño funcionario, de carácter no imponible.





7.- El artículo 36 del decreto ley Nº 3.551, de 1981, que otorga a contar del 1º de enero de 1981 a los personales regidos por el decreto ley Nº 249, de 1974, con excepción de los de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, una asignación mensual, no imponible.





8.- El artículo 10 de la ley Nº 19.185, de 1992, que sustituye la forma de cálculo de las asignaciones que indica.





9.- El decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.











10.- El artículo 185 letra b) del decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, que prescribe que el personal afecto a este Estatuto, además del sueldo tendrá derecho a las siguientes remuneraciones, en la forma y de acuerdo con las modalidades que se señalan en cada caso: a) Trienios; b) Asignación de especialidad al grado efectivo; c) Asignación de zona; d) Asignación de máquina; e) Asignación por cambio de residencia; f) Asignación de casa; g) Asignación de Ministro de Corte; h) Horas extraordinarias; i) Bonificación de alto mando; j) Bonificación de mando y administración; k) Asignación de Suboficial y de Suboficial Mayor; l) Bonificación de riesgo y bonificación especial; m) Bonificación docente y asignación académica y n) Asignación especial no imponible.











DISCUSION GENERAL





El señor Contralor General de la República, don Arturo Aylwin Azócar, expresó, en primer lugar, que, contrariamente a lo que se dice, el problema no ha sido creado por el Organismo Contralor. En efecto, éste es un tema eminentemente legal, puesto que la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, en su artículo 31, distingue claramente entre profesionales universitarios y técnicos universitarios, exigiendo para estos últimos un número de horas que equivale a cuatro semestres. La misma ley, en su artículo 31, inciso quinto, plantea que los técnicos se constituirán como elementos de apoyo del nivel profesional.





Lo que ocurrió fue que, en relación a los títulos técnicos que estaban concediendo ciertas universidades, se pidió a la Contraloría un dictamen acerca de si éstos tendrían derecho a la asignación profesional del artículo 3º del decreto Nº 474, de 1974, que otorga ese beneficio a cualquier profesional universitario sin considerar si requiere o no de dicho título para desempeñar sus funciones.





Frente a esta consulta, la Contraloría estimó que no tenía competencia para pronunciarse sobre este tema, en virtud de la autonomía universitaria, de tal manera que todas la universidades podrían determinar soberanamente respecto de los títulos que otorgaban, cuándo éstos tenían la calidad de profesional universitario y en qué casos la calidad de técnico superior.





Posteriormente, la Contraloría constató que esa facultad de las universidades se comenzó a usar de una manera absolutamente inorgánica, lo que produjo graves distorsiones, de tal manera que muchas de éstas comenzaron a promover carreras universitarias que ni siquiera cumplían con los requisitos mínimos para formar técnicos universitarios, y todo ello con la promesa de que esa carrera sirviera para obtener la asignación profesional.





Se produjo entonces una situación realmente alarmante que fue materia de preocupación de las propias universidades, especialmente las tradicionales, de los colegios profesionales y también de muchos profesionales públicos, que se sentían perjudicados con esta interpretación tan extensiva que se estaba dando.





En estas circunstancias, la Contraloría se abocó al estudio en profundidad de esta materia, para lo cual, después de numerosas reuniones con representantes del Ministerio de Educación y de las universidades, se emitió el dictamen Nº 35.741, de 1997, en el cual se establece claramente que el derecho a asignación profesional corresponde sólo a los profesionales universitarios y no a los técnicos.





Asimismo, la Contraloría envió diversos oficios al Ejecutivo planteándole la necesidad de legislar sobre la materia en tres aspectos fundamentales: 





1) Reformar la Ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, con el objeto de establecer claramente qué es un profesional universitario y cuáles son los requisitos que debe cumplir para ser tal.





2) Solucionar la situación de aquellos funcionarios que teniendo la calidad de técnicos, estaban recibiendo desde antes la asignación profesional, basados en la interpretación que habían dado las universidades y también en un dictamen anterior de la Contraloría General, que estimaba que no era una materia de su competencia establecer si un título reunía la calidad de profesional universitario o de técnico.





3) Resolver la situación de los egresados y estudiantes que habían sido inducidos a error por las propias universidades, puesto que se les había asegurado que iban a percibir la asignación profesional cuando recibieran sus títulos.





Terminó expresando el Contralor General de la República que la iniciativa en estudio recoge en gran parte estas inquietudes partiendo de un punto esencialmente jurídico en el sentido de que un técnico no puede ser considerado profesional universitario en virtud de las disposiciones legales actualmente existentes. En consecuencia, -agregó- en esta oportunidad debe regularizarse una situación que jamás debiera haber ocurrido y hacer justicia a personas que fueron inducidas a error.





El Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), don Raúl de la Puente, junto con expresar que existen más de 5.000 funcionarios afectados, hizo presente algunas iniquidades que, a su juicio, se presentaban en la aplicación de los beneficios, como la discriminación que se hacía entre los funcionarios titulados que habían llegado a percibir la asignación profesional, a quienes se otorgaba una asignación especial equivalente a la profesional, y aquellos que no habían alcanzado a percibir la asignación profesional, a los cuales en el cálculo de su asignación especial, no se consideraba lo dispuesto en el decreto ley Nº. 3.551. También el Presidente de la ANEF puntualizó que el tope de la compensación por gastos incurridos no debería ser diferente entre los funcionarios que hayan obtenido primero un título de técnico y después uno de profesional y los que hubieran obtenido directamente el título profesional sin alcanzar el de técnico.





El abogado de la Contraloría General de la República, Sr. Guillermo Vidal, hizo presente tres observaciones relativas al proyecto: En primer término, señaló que la redacción del artículo primero y del artículo sexto, inciso segundo, puede interpretarse como que reconoce la posibilidad de que los Servicios Públicos hayan podido financiar estudios de títulos o carreras universitarias, situación que no es posible de acuerdo al artículo 23 del Estatuto Administrativo. La redacción tal como está, pudiera avalar una situación irregular, de modo que sugirió modificarla.





En segundo término, manifestó que el artículo 8º del proyecto  entrega una definición de lo que debe entenderse como "título profesional habilitante para el pago de la Asignación Profesional".  Al respecto, la Contraloría observa como inadecuado que vayan a existir dos definiciones diferentes en dos leyes distintas de "título profesional",  una en el artículo 31 de la  LOCE y la otra en el artículo 8º del proyecto en estudio.





Por último, el Organismo Contralor señaló su preocupación de que en un artículo transitorio se estén incorporando situaciones especiales en una ley general.





Respecto a la primera observación, la H. Senadora señora Evelyn Matthei propuso que se solicitara al Ministerio de Hacienda una lista de los Servicios que hubiesen  financiado, en todo o parte, los estudios de técnico universitario, ya sea a través del mismo Servicio o del respectivo Bienestar, petición a la cual adhirió el H. Senador señor Hernán Larraín.





Además, los HH. Senadores miembros de las Comisiones Unidas concordaron que no era conveniente que existieran dos definiciones de "profesional universitario" y  también estuvieron de acuerdo en que no era procedente que  durante la discusión de este proyecto de ley se pretendiera modificar la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. 











Para salvar esta inconveniencia, el señor Contralor  General sugirió modificar la redacción del artículo 8º, colocando solamente los requisitos: "que para tener derecho a estos beneficios se necesita haber aprobado un programa de estudios con un mínimo de ocho semestres y tres mil doscientas horas.".








Los HH. Senadores integrantes de las Comisiones Unidas estuvieron mayoritariamente de acuerdo con la proposición del señor Contralor General en cuanto a expresar en una futura modificación,  solamente los requisitos. En lo que no participaron de dicha proposición fue en la consideración del número de semestres y en las tres mil doscientas horas (ambos copulativos). El H. Senador señor Sergio Bitar manifestó que dada la evolución actual de las técnicas de enseñanza no parecía conveniente introducir tales niveles de rigidez. La H. Senadora señora Evelyn Matthei consideró la alternativa de algún proceso de calificación, o de acreditación. El H. Senador señor Hernán Larraín propuso que se considerara en esa redacción "haber aprobado un mínimo de ocho semestres académicos o equivalentes". El H. Senador señor Francisco Prat estuvo de acuerdo con la proposición del H. Senador señor Hernán Larraín porque la expresión "equivalente", al menos abre una ventana, ya que de otra manera se estaría modificando tácitamente la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.





Por último, los HH. Senadores miembros de las Comisiones Unidas solicitaron al Ejecutivo que enviara las indicaciones correspondientes al tenor de las observaciones que se hicieron y de acuerdo a lo convenido con la ANEF, cuidando incluir en los beneficios del proyecto a todos los funcionarios públicos estudiantes de carreras técnicas de nivel superior entre el primer semestre académico de 1994 y el primer semestre académico de 1998, ambos inclusive.





- - - 











Puesto en votación este proyecto de ley, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones Unidas, HH. Senadora señora Evelyn Matthei y señores Sergio Bitar, Hernán Larraín, Carlos Ominami, Francisco Prat y Mariano Ruiz Esquide.





- - -

















FINANCIAMIENTO





El informe financiero enviado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 13 de enero de 2000, a la H. Cámara de Diputados, puntualiza que los siguientes artículos tienen impacto financiero:





I.- (Artículo 2º)





Artículo 2º, inciso segundo, y artículo 3º transitorio, inciso tercero.





Los funcionarios titulados de técnico de nivel superior que no percibieron asignación profesional en virtud de dicho título, o que habiéndola percibido alguna vez, a la fecha de vigencia de la ley no la perciben, tendrán derecho a percibir una asignación especial, a contar de la vigencia de la ley, equivalente al monto de lo que les habría correspondido por concepto de asignación profesional de acuerdo al grado que detentaban a diciembre de 1999.





La aplicación de esta iniciativa tiene un costo fiscal anual, en régimen de MM$ 1.601.-





II.- (Artículo 3º)





Los funcionarios que al 31 de Julio del año 2000, tuvieren la calidad de estudiantes o egresados de una carrera de técnico de nivel superior, o estén realizando los trámites de titulación, o tuvieren la calidad de estudiantes de un plan de completación de estudios, tendrán derecho a percibir una compensación consistente en el reembolso del 50% de los gastos efectuados hasta la fecha de esta ley, por concepto de aranceles y matrícula, con un máximo de seis semestres académicos. (El tope de reembolso anual es de 17,5 UF y un monto tope total de los beneficios equivalente a 52,5 UF).





La aplicación de esta iniciativa tiene un costo fiscal por una vez de MM$ 982.-





III.- (Artículo 4º)





Los funcionarios que al 31 de julio del año 2000 estuvieren titulados de una carrera profesional como consecuencia de haber realizado un plan de completación de estudios, tendrán  derecho al reembolso del 50% del costo del plan de completación por concepto de matrícula, aranceles y titulación con un máximo de cuatro semestres académicos. (El tope anual de los beneficios es de 17,5 UF y el monto tope total de los beneficios es de 35 UF).





Los funcionarios que hubieren cursado una carrera de técnico de nivel superior, que no hayan obtenido título técnico y hubiesen seguido, sin solución de continuidad, un plan de completación de estudios, para obtener un título profesional de la misma área o especialidad que la carrrera técnica que cursaban, percibirán  como única compensación, un bono equivalente a 52,5 unidades de fomento.





La aplicación de esta iniciativa tiene un costo fiscal por una vez de $101.-





Con fecha 3 de mayo de 2000, la Dirección de Presupuestos envió un informe complementario que reflejaba los aumentos de costos del proyecto en relación con las indicaciones del Ejecutivo presentadas en la H. Cámara de Diputados, que comprende las siguientes cifras:





Un costo fiscal anual en régimen de MM $ 108 por la asignación especial del artículo 2º, inciso tercero, modificado por la indicación.





Un costo fiscal por una vez de MM $ 6 por concepto de la compensación consistente en el reembolso del 50% de los gastos que señala el artículo 3º.





Un costo fiscal por una vez de MM $ 27 en relación con el reembolso a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil según el artículo 11.





En resumen, el costo total que importará la ejecución de este proyecto de ley para el primer año, es de MM $ 2.825 que se descompone de la siguiente manera:











1.- El costo total por una sola vez, para el primer año, alcanza a MM $ 1.116, y 











2.- El costo total anual en régimen es de �MM $ 1.709.








El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2000, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5º transitorio, se financiará con los recursos que se contemplen en los respectivos presupuestos de las instituciones.











- - -











En consecuencia, las disposiciones del proyecto de ley en informe están plenamente financiadas en la forma antes referida, de manera que no producirán desequilibrios presupuestarios.








- - - 








En mérito de las consideraciones anteriores, vuestras Comisiones Unidas tienen el honor de proponeros que aprobéis en general el proyecto de ley de la H. Cámara en Informe.








- - - 











El texto del proyecto de ley despachado por las Comisiones Unidas consta del oficio Nº 2.898, de 20 de junio de 2000, de la H. Cámara de Diputados.





- - - 














�



Acordado en sesiones realizadas los días 5 de julio y 16 de agosto de 2000, con asistencia de los HH. Senadores Senadora señora Evelyn Matthei y señores Edgardo Boeninger, (Sergio Bitar ), Sergio Díez, Alejandro Foxley, Hernán Larraín, Roberto Muñoz Barra, Carlos Ominami , Francisco Prat, Mariano Ruiz Esquide, y Ramón Vega.











Sala de la Comisión, a 25 de agosto de 2000.















































CÉSAR BERGUÑO BENAVENTE 


     Secretario de la Comisión
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RESEÑA








I.	BOLETIN Nº: 2.456-05








II.	MATERIA: Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga compensaciones y otros beneficios que indica a funcionarios públicos estudiantes de carreras técnicas de nivel superior.








III.	ORIGEN: Mensaje de S.E. el Presidente de la República.








IV.	TRAMITE CONSTITUCIONAL: Segundo.








V.	APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS: Aprobado en general en sesión de fecha 20 de junio de 2000 con 81 votos afirmativos.








VI.	INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 21 de junio de 2000.








VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.








VIII.	URGENCIA: Simple, vence el 1 de septiembre de 2000.





IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 





1.- 	El artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974, que fijó a contar del 1º de enero de 1974 la Escala Única de sueldos mensuales para el personal de las entidades que señala.





2.- 	El artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974, concedió una asignación profesional, no imponible, a los funcionarios dependientes de las entidades enumeradas en los artículos 1° y 2° del decreto ley N° 249, de 1973, que cumplan jornada completa de 44 horas semanales y que tengan un título profesional universitario.





3.- 	El artículo 21 de la ley N° 19.429, de 1995, que estableció una remuneración mínima para el personal regido por el artículo 1° del decreto ley N° 249, de 1973, y por los Títulos I y II del decreto ley N° 3.551, de 1980, calculada sobre la remuneración bruta mensual correspondiente que se determina en base a los estipendios que señala, entre los cuales se incorpora la asignación especial que establece el inciso segundo del artículo 2° del proyecto.





4.- 	La ley Nº 19.553, sobre asignación de modernización.





5.- 	Los artículos 1º, 3º y 4º de la ley Nº 19.490, que otorgaron asignaciones a favor del personal del sector salud.





6.- 	El artículo 12 de la ley Nº 19.646, de 1999, que concedió a los personales del Consejo de Defensa del Estado una bonificación de estímulo por desempeño funcionario, de carácter no imponible.





7.- 	El artículo 36 del decreto ley Nº 3.551, de 1981, que otorga a contar del 1º de enero de 1981 a los personales regidos por el decreto ley Nº 249, de 1974, con excepción de los de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, una asignación mensual, no imponible.





8.- 	El artículo 10 de la ley Nº 19.185, de 1992, que sustituye la forma de cálculo de las asignaciones que indica.





9.- 	El decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.





10.- 	El artículo 185 letra b) del decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, que prescribe que el personal afecto a este Estatuto, además del sueldo tendrá derecho a las siguientes remuneraciones, en la forma y de acuerdo con las modalidades que se señalan en cada caso: a) Trienios; b) Asignación de especialidad al grado efectivo; c) Asignación de zona; d) Asignación de máquina; e) Asignación por cambio de residencia; f) Asignación de casa; g) Asignación de Ministro de Corte; h) Horas extraordinarias; i) Bonificación de alto mando; j) Bonificación de mando y administración; k) Asignación de Suboficial y de Suboficial Mayor; l) Bonificación de riesgo y bonificación especial; m) Bonificación docente y asignación académica y n) Asignación especial no imponible.








X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO: Consta de 12 artículos permanentes y 5 artículos transitorios.





XI.	PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION:





1.- 	Otorgar compensaciones y otros beneficios a los funcionarios de los servicios de públicos y organismos a los que se aplica la escala única de sueldos regulada por el decreto ley Nº 249, de 1974, que iniciaron estudios en universidades estatales o que gocen de reconocimiento oficial, en carreras técnicas de nivel superior, entre el primer semestre académico de 1994 y el primer semestre académico de 1998, ambos inclusive. 





2.- 	Conceder dos beneficios diferentes, según la circunstancia de encontrarse los funcionarios titulados o no, de técnicos de nivel superior, al 31 de julio de 2000; para los titulados se contempla el otorgamiento de una asignación especial mensual, a contar de la vigencia de la ley, equivalente al último monto de lo que por concepto de asignación profesional hubieren percibido, o equivalente al monto de la asignación profesional que les habría correspondido de acuerdo al grado que detentaban los funcionarios al mes de diciembre de 1999. Para aquellos funcionarios que, al 31 de julio de 2000, tengan la calidad de estudiantes o egresados de una carrera de técnico de nivel superior, o en trámite de titulación, o de un plan de completación de estudios, en las condiciones que señala el proyecto se otorgan compensaciones consistentes en el reembolso del 50% de los gastos en que hubiese incurrido el funcionario, hasta la fecha de vigencia de este proyecto de ley, por concepto de aranceles y matrícula, con un máximo de seis semestres académicos y con los topes en unidades de fomento que en cada caso se indican.





3.- 	Regular las condiciones que deben cumplir los planes de completación de estudios, para la procedencia de los beneficios señalados, estableciendo los plazos para hacer efectivo los beneficios que otorga.








4.- 	Establecer que por el solo hecho de impetrar o percibir los beneficios contenidos en esta iniciativa legal, se entiende que los funcionarios renuncian a todas las acciones y derechos relacionados con la procedencia o pago de las asignación profesional establecida en el artículo 3º del decreto ley Nº 479, de 1974 y en el artículo 19 de la ley Nº 19.185, entendiéndose desistidos, por el solo ministerio de la ley, de cualquier acción o recurso judicial interpuesto por concepto de la asignación, en razón de poseer un título técnico de nivel superior.





5.- 	Disponer la dictación de un Reglamento emanado del Ministerio de Hacienda, que establecerá el funcionamiento de una Comisión Evaluadora de Antecedentes, encargada de verificar el cumplimiento de los requisitos y la procedencia de los beneficios que otorga este proyecto de ley.








6.-	Regular los plazos en que deben ser impetrados los beneficios de los artículos 3º y 4º y establecer que los bonos y reembolsos no se aplicarán a aquellos funcionarios cuyos estudios hayan sido financiados, en todo o en parte, mediante becas u otros aportes no reembolsables otorgados por el Estado, por el propio Servicio o por el respectivo Servicio de Bienestar.








7.-	Definir, para aclarar el sentido y alcance del artículo 3° del decreto ley N° 479, que "titulo profesional habilitante es aquél otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste, a quien haya aprobado un programa de estudios de un mínimo de ocho semestres académicos y 3.200 horas de clases...". No obstante lo anterior, esta definición no afecta las asignaciones profesionales que se perciben actualmente.








8.- 	Declarar correctamente pagado lo que hasta la fecha de vigencia de la ley, hubieren percibido los funcionarios por concepto de asignación profesional.








9.- 	Entender perfeccionados los ascensos, nombramiento e incorporaciones a plantas o cargos que, para su ejercicio, requerirían de un título profesional habilitante, verificados hasta la fecha de entrada en vigencia del proyecto. Para ello se exige que, a la fecha del ascenso, nombramiento o incorporación, exista un pronunciamiento favorable de la Contraloría General de la República, en relación con el título técnico de nivel superior.








10.- 	Incorporar a los beneficios establecidos en este proyecto de ley a los funcionarios de la Dirección de Aeronáutica Civil que hubieren iniciado estudios en una Universidad Estatal o que goce de reconocimiento oficial, entre el primer semestre académico de 1994 y el primer semestre académico de 1998, en una carrera técnica de nivel superior, que por interpretación de la Contraloría General de la República se hubiere considerado como título profesional y hubiese dado derecho al pago en calidad de profesional de la asignación de especialidad al grado efectivo.








11.- 	Otorgar a los funcionarios de la Dirección de Aeronáutica Civil que al 31 de julio del año 2000, tuvieren la calidad de estudiantes o egresados, o estuvieren realizando los trámites de titulación de una carrera técnica de nivel superior, una compensación consistente en el reembolso del 50% de los gastos efectuados, por concepto de aranceles y matrícula, con un tope máximo de seis semestres académicos. Igual compensación se otorgará los funcionarios que se hubieren titulado de una carrera técnica de nivel superior, entre el 1º de diciembre de 1999 y el 31 de julio del año 2000.




















NORMAS DE QUORUM ESPECIAL:  No hay








XIII.        ACUERDOS: Aprobado en general por unanimidad (7X0)




















Valparaíso, 25 de agosto de 2000.









































	CESAR BERGUÑO BENAVENTE


Secretario de las Comisiones Unidas.
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